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como las citadas (especialmente el riesgo de fuga) sub­
sistían con toda evidencia al acordarse aquéllas. en las
cuales (al menos en el segundo Auto) existe una remisión
explícita al informe del Fiscal. quien en el de 27 de marzo
de 1996 (reiterado el 26 de abril) se opuso a la petición
de libertad invocando no sólo la gravedad del delito sino
el hecho de haber «estado declarado rebelde por esta
causa lo que nos hace temer que eluda nuevamente
la acción de la Justicia». petición que atendió el primero
de dichos Autos (de 8 de abril de 1996).

Procede por tanto considerar suficiente y razonable
la motivación de los Autos impugnados que. por lo antes
dicho. expresan su fundamento en una finalidad cons­
titucionalmente legítima cual es la conjuración del riesgo
de fuga y han tenido en cuenta las circunstancias par­
ticulares del caso y del imputado en el momento de
acordar la medida. según la información de que entonces
disponía el Instructor. pues cuando el Juez adoptó la
decisión no habían pasado aún dos meses desde la rea­
pertura de la instrucción y el único dato descollante era
el de la indiciaria comisión de un delito calificable como
grave por parte de ciudadano extranjero en rebeldía des­
de hacía ocho años. Que en esta tesitura el Juzgado
optara por la prisión y no por la libertad y sustentara
su opción en la conjuración de un riesgo de fuga apoyado
también en la gravedad de las imputaciones y de las
penas que podían imponerse (extremo este último pos­
teriormente avalado por la Sentencia condenatoria en
primera instancia). no puede calificarse en este caso con­
creto como una decisión ilógica o injustificada y exce­
sivamente preservadora del proceso en detrimento de
la libertad. Y toda esa motivación se incorpora. según
lo dicho. a las resoluciones recurridas.

No cabe estimar. en suma. que se haya producido
la alegada vulneración del derecho a la libertad. por lo
que procede también la desestimación de los motivos
tercero y cuarto y. con ello. la de la demanda.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Madrid. a dos de junio de mil novecientos noventa
y siete.-José Gabaldón López.-Fernando Garcfa-Mon y
González Regueral.-Rafael de Mendizábal Allende.-Ju­
lio Diego González Campos.-earles Viver Pi-Sunyer.-To­
más S. Vives Antón.-Firmados y rubricados.

14842 Sala Segunda. Sentencia 108/1997. de 2 de
junio de 1997. Recurso de amparo
3.430/1996. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Madrid confirmatorio en súplica
del que acordó el mantenimiento de la prisión
preventiva. Supuesta vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva: motivación sufi­
ciente de las medidas acordadas.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don José Gabaldón López. Presidente. don
Fernando García-Mon y González-Regueral. don Rafael
de Mendizábal Allende. don Julio Diego González-Cam-

pos. don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.430/96. promovido
por don Francisco Javier de Murga Florido. representado
por el Procurador de los Tribunales don José Murga
Rodríguez y asistido por la Abogada doña María Socorro
Mármol Bris. contra el Auto de la Sección Primera de
la Audiencia Provincial de Madrid. de 30 de julio de
1996. confirmatorio en súplica del particular del Auto
de 12 de julio que acuerda la continuación de la prisión
preventiva. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Caries Viver Pi-Sunyer. quien
expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 21 de septiembre de 1996. don José Murga Rodrí­
guez. Procurador de los Tribunales. interpone recurso
de amparo en nombre de don Francisco Javier de Murga
Florido. contra la resolución de la que se hace mérito
en el encabezamiento.

2: Los hechos relevantes para el examen de la pre­
tensión de amparo son. en slntesis. los siguientes:

a) La Sentencia de la Sección Primera de la Audien­
cia Provincial de Madrid 307/96. de 25 de junio. con­
denó al acusado hoy recurrente a las penas de ocho
años y un día de prisión mayor y de multa de
101.000.000 de pesetas por la autoría de un delito con­
tra la salud pública. y a las penas de dos meses y un
día de arresto mayor y de multa de 23.150.000 pesetaé
por la autoría de un delito.de contrabando. En el fallo
se incluía la siguiente disposición: «Para el cumplimiento
de la pena se le abona todo el tiempo que lleva en
prisión provisional por esta causa. situación en la que
permanecerá».

El Auto del Juzgado de Instrucción núm. 40 de Madrid
que acordó la prisión provisional databa de 31 de enero
de 1996. El Auto de procesamiento. dictado el 13 de
febrero por el Juzgado núm. 39 de Madrid. habla rati­
ficado la medida. Aún con anterioridad a la Sentencia
condenatoria. la Sección Primera de la Audiencia Pro­
vincial de Madrid habla denegado por dos veces la liber­
tad provisional del hoy recurrente -Auto de 22 de marzo
y Auto de 7 de mayo. de desestimación del recurso
de súplica contra el anterior.

b) Mediante Auto. de 12 de julio de 1996. la Sec­
ción Primera de la Audiencia Provincial de Madrid acordó
tener por preparado recurso de casación contra la Sen­
tencia referida. En la parte dispositiva del Auto se incluye
la siguiente decisión: «Se acuerda que el acusado con­
tinúe en la misma situación de prisión en que se halla».

c) Contra el citado Auto interpuso el recurrente
recurso de súplica. La Audiencia lo desestima argumen­
tando. en slntesis. en primer lugar. que no se trata «de
una prórroga. ni de adopción de una medida cautelar
ex novo». y que no media «una concreta petición de
modificación de la situación de prisión existente». por
lo que no es necesaria la petición expresa del Fiscal.
Añade. en segundo lugar. que el hecho de que se haya
ya dictado la Sentencia condenatoria con base en ver­
daderas pruebas y la gravedad de la pena impuesta jus-
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tifican la decisión de permanencia en prisión del
recurrente.

d) Con posterioridad a la interposición del presente
recurso de amparo, la Sección Primera de la Audiencia
volvió a denegar una nueva solicitud de libertad del hoy
recurrente (Auto de 15 de noviembre).

3. Considera el actor, en primer lugar. que se ha
prescindido de ciertas formas legalmente previstas para
el Acuerdo sobre su permanencia en prisión: postulación
previa del Ministerio Fiscal y audiencia del acusado.
Dichas garantías se encontrarían reguladas en el arto
504. párrafo 4.°. L.E.Crim., para la prórroga de la prisión
provisional y serían, por e/lo, aplicables a la declsló.n
de continuidad de la misma que prevé el arto 881 bis
a). párrafo 3.°. L.E.Crim.. en la resolución relativa a la
preparación del recurso de casación.

La queja del segundo motivo de la demanda versa
sobre la total falta de motivación del mantenimiento en
prisión en la Sentencia condenatoria y en el primero
de los Autos recurridos. El intento posterior de subsa­
nación por parte del Auto. de 30 de julio. sería insu­
ficiente y absolutamente extemporáneo.

4. Mediante providencia. de 9 de diciembre de
1996.la Sección Cuarta de este Tribunal acuerda admitir
a trámite la demanda de amparo y dirigir sendas comu­
nicaciones a la Sección Primera de la Audiencia Pro­
vincial de Madrid y al Juzgado de Instrucción núm. 39
de Madrid a fin de que remitan testimonio de las actua­
ciones correspondientes al procedimiento del que trae
causa el presente recurso y de que emplace este último
órgano judicial a quienes hubieran sido parte en el mismo
para su posible comparecencia en este proceso de
amparo.

5. Mediante escrito presentado en este Tribunal el
día 11 de diciembre, la representación del recurrente
solicita la suspensión del «acuerdo adoptado por la Sec­
ción Primera de la Audiencia Provincial de Madrid. en
Sentencia núm. 307. de fecha 20 de junio de 1996.
en la que se acordó que permaneciera para el recurrente,
Francisco Javier Murga Florido. la situación de prisión
en que se hallaba». .

Mediante providencia, de 19 de diciembre. la SecclC~ln

acuerda la apertura de pieza separada de suspenslon
y. conforme determina el arto 56 LOTC. concede I:ln. plazo
común de tres días a la parte demandante y al MInisterio
Fiscal para que aleguen lo que estimen pertin~nte sobre
la misma. Recibidos los escritos correspondientes -el
del Ministerio Fiscal en postulación de la denegación
de la suspensión-, la Sala Segunda de este Tribunal
acuerda no acceder a la suspensión interesada (Auto
de 27 de enero de 1997).

6. Recibidas las actuaciones. la Sección acuerda dar
vista de las mismas a las partes, con concesión de un
plazo común de veinte días para la presentación. de las
alegaciones previstas en el arto 52.1 LOTC (proVidenCia
de 10 de febrero de 1997).

7. En su escrito de alegaciones, la representación
del recurrente reitera lo esencial de su demanda: todo
pronunciamiento judicial relativo a la situación personal
del inculpado. en cuanto limitativo de un derecho fl!n­
damental. requiere motivación y el respeto a los p~I-"­
cipios de audiencia, asistencia y defensa. La declslon
que se impugna. por contra, no vino precedida de audien­
cia ni contiene motivación alguna

8. El Fiscal concluye su informe can la solicitud~e

desestimación del recurso. Para llegar a esa concluslon
argumenta lo siguiente.

Respecto al motivo atinente a la. na observancia de
requisitos procesales esenCIales. lndlca. en primer lugar.
a partir de la competencia exclUSIva de los organos Judi­
ciales para la selección e interpretación de las normas
legales. que el criterio adoptado por la Sala, al conSiderar
que no se trataba de un supuesto de prórrol¡la, n? es
arbitrario o absurdo y que encuentra. ademas. solido
apoyo sistemático en el arto 539 L.E.Crlm., .que eXige
la comparecencia prevista en el arto 504 bis..2. para
los supuestos de modificación agravatoria de la sltuaclon
personal del imputado. Señala. en segundo lugar, que
el acusador público postuló la prisión provisional el'! el
recurso de súplica y que en él indicó que h~bí!! sostenido
esta pretensión desde su decreto. El tercer y ultimo arl¡lu­
mento repara en la ausencia de efecto de lndefenslon,
pues el recurrente tuvo y ejerció la oportunidad de
recurrir en súplica. .

No cabe hablar. en relación con el segundo motivo.
de falta de motivación de los Autos impugnados. pues
el Auto que resolvía la súplica incluía una fundamen­
tación acorde can las exigencias que marcaba la STC
62/1996 para un supuesto similar.

9. Mediante providencia de 29 de mayo de 1997.
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 2 de juniO del mismo año.

11. Fundamentos jurídicos

1 El recurrente se encuentra en situación de prisión
provisional desde el día 31 de enero de 1996. Mediante
Sentencia de 25 de junio del mismo año fue condenado
por la autoría de un delito contra la salud pública y otro
de contrabando a las penas de ocho años y un dla de
prisión mayor. de dos meses y un día de arresto mayor.
y de multa de 101.000.00 de pesetas y de 23.150.000
pesetas. En el fallo de la Sentenpia se inclula una decla­
ración relativa a la permanencia del condenado en l!l
situación de prisión en la que se encont.raba. Esta deCI­
sión se reitera en el Auto de preparación del recurso
de casación y se confirma en la resolución del recurso
de súplica contra dicho particular del Auto.

Con invocación como vulnerado de su derecho a la
libertad. se queja el recurrente de que la Sentencia y
los dos Autos posteriores han prorrogado la rne~lda pr~
ventiva de prisión sin motivación o sin mot~vaclón sufi­
ciente y sin la observancia de. ,dos garantlas pr,?cedl­
mentales esenciales: postulaclOn de la acusación y
audiencia del imputado. A este motivo oponía la Audien­
cia. en la respuesta a la súplica interpuesta. que las garan­
tlas alegadas no eran exigibles en dicha resolUCión pues
no se trataba de una prórroga de la prisión (~rt. 5(,)4.
párrafo 4.°. L.E.Crim.) sino de una mera confirmaCión
de la misma en la tramitación del recurso de casación
[arto 861 bis a) L.E.Crim.]. El Ministerio Fiscal se muestra
de acuerdo con este argumento y estima ade.más que.
conforme a lo establecido para un supuesto Similar por
la STC 62/1996. la motivación exteriorizada en el últim,?
de los Autos recurridos para el mantenimiento de la medI­
da (evitación del riesgo de fu¡¡a derivado de una Sen­
tencia gravemente condenatOria) es sufiCIente desde la
perspectiva del arto 17 C.E. . .

Nuestro análisis se iniciará con el enjuiciamiento dife­
renciado de las dos quejas de Indole procesal que inte­
gran el primer motivo. Sólo después procederá. l!ln su
caso. el de la alegación relativa al sustento materllll de
la medida de prisión. Este análisis de fondo se limIta
a los dos Autos de la Audiencia que se impugnan en
el encabezamiento y en el suplico de la demanda.. y
no al del fallo de la Sentencia relativo a la situaCión
personal del condenado, pues dicha decisión no fue
recurrida en la vla judicial [arto 44.1 a) LOTc].
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2. Lo primero que alega el recurrente es que la Sec­
ción Primera de la Audiencia Provincial acordó la con­
tinuación de su situación de prisión sin haberle oído pre­
viamente. Su queja. sin embargo. no puede ser acogida
como constitutiva de vulneración de un derecho fun­
damental. Por una parte. porque la posibilidad de audien­
cia existió con anterioridad al Acuerdo y se hizo realidad
en fase de recurso. Por otra. porque si lo que se echa
en falta es la comparecencia previa del acusado -como
se sugiere también en el escrito de demanda-o la garan­
tía que se reclama. según interpretación razonada del
órgano judicial. no figura en la Ley de Enjuiciamiento
Criminal. ni. por lo demás. parece directamente exigible
ex Constitutione para este tipo de supuestos.

En efecto. en relación con la primera de las líneas
argumentales apuntadas para la desestimación -la que
niega el sustrato fáctico del motivo al negar que faltara
la audiencia previa-o debe consignarse que el Auto de
preparación del recurso de casación responde a la corres­
pondiente petición del condenado en instancia y dicha
resolución lleva legalmente anudado el acuerdo sobre
la continuación o la modificación de la situación del reo
[arto 861 bis a) L.E.Crim.). Pudo. pues. el hoy recurrente
exponer lo que estimara oportuno en su escrito de 10
de julio de 1996 en relación con una cuestión que era
de obligado planteamiento para el órgano judicial. Dicha
posibilidad. entonces desaprovechada. fue hecha pos­
teriormente realidad en forma de recurso de súpli~a con­
tra el particular relativo a la continuación de la prisión.

En segundo lugar. no nos compete la determinación
de si la comparecencia previa del imputado en este tipo
concreto de supuestos constituye una garantía legal.
Quienes interpretan y aplican la legalidad procesal son
exclusivamente los órganos judiciales. En su tarea de
protección del derecho a la libertad personal. compren­
siva de la determinación de que su privación ha sido
acordada en la forma prevista en la ley. corresponde
únicamente a esta específica jurisdicción la supervisión
externa de que aquella interpretación ha sido razonable.
Que en el presente supuesto esto es así se revela sin
lugar a dudas a partir de la lectura de la motivación
del segundo de los Autos impugnados. relativa a la natu­
raleza de la decisión (continuación de la prisión y no
prórroga) y de la ubicación de su regulación [arto 861
bis a) y no arto 504. párrafo 4.°. L.E.Crim.). Así lo estima
también el Ministerio Fiscal. que añade nuevos argu­
mentos al ya suficiente y consistente razonamiento de
la Sala.

Por lo demás. tampoco cabe entender que estemos
en este concreto supuesto (comparecencia del imputado
previa a la decisión sobre la continuación de la prisión
provisional en la tramitación del recurso de casación)
ante una garantía directamente exigida por la Consti­
tución. es decir. ante una garantía que. aun no estando
expresamente contemplada en la ley. debiera estarlo o
debiera integrar necesariamente su interpretación. Repá­
rese. en primer lugar. en abstracto. en que las decisiones
sobre la situación personal del imputado no sólo le vienen
impuestas al Juez en determinados momentos proce­
sales por la ley. sino que pueden ser también instadas
en cualquier momento por el imputado afectado cuantas
veces lo estime conveniente. De ahí que en ocasiones
la garantía de comparecencia pueda resultar no sólo
innecesaria. sino también. por ello. dilatoria y perturba­
dora para la correcta tramitación del procedimiento. De
ahi. también. que el legislador haya optado en la actua­
lidad por reservar tal exigencia para las decisiones de
empeoramiento de la situación del imputado en términos
de libertad. Repárese asimismo. en concreto. en que en
el caso que nos ocupa nos encontramos ante una deci­
sión de confirmación que la ley impone al Tribunal res­
pecto a una situación que el mismo había ya confirmado

unos días antes en la Sentencia condenatoria y que había
venido precedida entonces de la correspondiente vista
oral.

3. La segunda queja de índole prioritariamente for­
mal se refiere a que la decisión de continuación de la
medida de prisión -de «prórroga» de la prisión en el
entendimiento del recurrente- no vino precedida de la
correspondiente petición del Ministerio Fiscal.

Tampoco aquí cabe otorgar el amparo. Con indepen­
dencia de la trascendencia constitucional que deba atri­
buirse genéricamente a la postulación de la prisión pro­
visional por parte del Ministerio Fiscal o. en general.
de la acusación. lo cierto es que. con la argumentación
ya sintetizada en el fundamento anterior. la Audiencia
razonó suficientemente que la misma no constituía una
garantía legal en el trámite procesal cuestionado. lo que
descarta que el mantenimiento en prisión infringiera lo
prescrito en el art. 17.1 C.E. Ha de acentuarse asimismo.
y quizás por aquí deberíamos haber comenzado el aná­
lisis del motivo. que el Ministerio Fiscal apoyó en su
momento la adopción de la medida. que en ningún
momento del procedimiento replanteó su posición al res­
pecto. y que volvió a manifestar la misma cuando se
le solicitó expresamente. que fue en la tramitación del
recurso de súplica que dio lugar al Auto que es el objeto
formal próximo del presente recurso de amparo. Hubo.
pues. como indica el propio Fiscal actuante en el pro­
cedimiento. continuidad en su postulación. por lo que
decae el sustrato fáctico del motivo.

4. La última vulneración constitucional que se
denuncia tendría su origen en la pretendida falta radical
de motivación de la decisión de permanencia en prisión
en el primero de los Autos impugnados. Los razonamien­
tos del segundo serían tardíos e insuficientes.

Con independencia del valor que quepa atribuir a la
remisión implícita del primer Auto a los motivos que
sustentaban la prisión a la vista de que se trataba de
una mera no remoción de la situación decidida de oficio
en trámite de casación. lo que se 'revela crucial para
la desestimación de la alegación es el rechazo de los
reproches que se vierten sobre la segunda de las reso­
luciones. Ni su razonamiento es insuficiente. como vere­
mos. ni cabe sostener que sea tardío. cosa que hace
la demanda trayendo a colación la STC 40/1987. en
el que el presupuesto es bien otro: una prórroga de la
prisión provisional acordada cuando el plazo legal máxi­
mo inicial había ya expirado.

El razonamiento jurídico segundo del Auto de la
Audiencia. de 30 de julio de 1996. sostiene la medida
cautelar en el riesgo de fuga del procesado que se deri­
varía de la elevada duración de una pena impuesta
mediante Sentencia (más de ocho años de privación de
libertad) y basada. por lo tanto. no en indicios. sino en
«verdaderas pruebas que para el Tribunal han tenido
entidad bastante para desvirtuar la presunción de ino­
cencia del procesado». Que la argumentación sintetizada
es suficiente y razonable desde la perspectiva que impo­
ne el derecho a la libertad personal en juego. es una
conclusión de nuestra doctrina general al respecto (SSTC
128/1995.44/1997.66/1997) y de su concreción en
supuestos como el ahora suscitado (STC 62/1996).

En efecto. en la motivación que se impugna en la
demanda encontramos. en primer lugar. la expresión de
una finalidad constitucionalmente legítima y congruente
con la naturaleza de la medida. cual es la evitación del
riesgo de fuga del condenado en instancia. Dicho riesgo
se sostiene sobre la contundencia de un dato objetivo.
una pena grave impuesta en Sentencia. que en ciertos
supuestos es capaz de contrarrestar por su propia enver­
gadura cualesquiera otras circunstancias concretas y
subjetivas que puedan abogar por la efectiva disponi-
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bilidad del imputado hacia los órganos judiciales y. con
ello. por su libertad. De ahí que la mención de estas
circunstancias en la motivación de la medida de prisión
pueda devenir excepcionalmente innecesaria. Esto es lo
que sucede en el presente caso. en el que la pena es
superior a los ocho años de prisión. y. frente a ello. ni
se aportan ni se constatan otras circunstancias que se
opongan al peligro de fuga que dicho fallo comporta.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado...

Dada en Madrid. a dos de junio de mil novecientos
noventa y siete.-José Gabaldón López.-Fernando Gar­
cía-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendizábal
Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y rubri­
cados.

14843 Sala Segunda. Sentencia 109/1997. de 2 de
junio de 1997. Recurso de amparo
3.464/1996. Contra dilaciones padecidas a
consecuencia de la inactividad del Juzgado
de Primera Instancia núm. 1 de Martorell en
ejecución de Sentencia dictada en juicio eje­
cutivo. Vulneración del derecho a un proceso
sin dilaciones.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por. don José Gabaldón López. Presidente. don
Fernando García-Mon y González-Regueral. don Rafael
de Mendizábal Allende. don Julio Diego González Cam­
pos. don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.464/96. interpuesto
por el «Banco Central Hispanoamericano. S.A.... a quien
representa el Procurador don Rafael Reig Pascual con
la asistencia del Letrado don Joan A. Solsona Camps.
frente a las dilaciones padecidas a consecuencia de la
inactividad del Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de
Martorell en ejecución de la Sentencia dictada en el juicio
ejecutivo núm. 376/94. Ha comparecido el Ministerio
Fiscal. siendo Ponente el Magistrado don Rafael de Men­
dizábal Allende. quien expresa el parecer de la .Sala.

l. Antecedentes

1. La compañía «Banco "Central Hispanoameri­
cano. S.A.... en escrito que presentó el 24 de septiembre
de 1996. promovió el recurso de amparo de que se
hace mérito en el encabezamiento. denunciando vulne­
ración de su derecho a un proceso sin dilaciones inde­
bidas y solicitando el pronunciamiento de Sentencia don­
de. otorgándole amparo. se declare que ha sido con­
culcado el mencionado derecho fundamental. se ordene

al Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Martorell
que. a través de su Secretaria. practique la oportuna
tasación de costas e intereses en el juicio ejecutivo núm.
376/94 y se declare su derecho a ser indemnizada «por
funcionamiento anormal de la Justicia...

Los hechos en que la entidad de crédito recurrente
funda su pretensión de amparo tienen su origen en la
demanda de juicio ejecutivo que ellO de octubre de
1994 formalizó contra don José María Verdugo Domín­
guez y don Juan Verdugo Caucín. cuyo conocimiento
correspondió al Juez de Primera Instancia núm. 1 de
Martorell. quedando registrada con el núm. 376/94 y
siendo dictada Sentencia de remate el 3 de marzo de
1995. procediéndose a continuación a la ejecución de
la misma por la vía de apremio.

Una vez recibido el principal. la representación de
la compañía actora solicitó el 27 de febrero de 1996
la oportuna tasación de costas y liquidación de intereses.
El Juez. en providencia de 11 de marzo. ordenó que
los autos pasasen. junto con la minuta del Letrado de
aquélla. a la Secretaría del Juzgado a fin de que se pro­
cediese a lo solicitado. Como quiera que no se hizo nada
al respecto. la representación actora recordó el 3 de
junio su solicitud del mes de febrero e interesó la práctica
de lo pedido y ya acordado en la providencia de 11
de marzo. La pasividad del órgano judicial persistió. por
lo que el 2 de septiembre. invocando el art. 24 C.E..
reiteró su solicitud. Transcurridos veintidós días. inter­
puso la demanda de amparo que ahora se decide. El
11 de diciembre. la Secretaria del Juzgado extendió dili­
gencia haciendo constar que en la fecha. y por primera
vez desde su toma de posesión. tuvo conocimiento de
la existencia de los autos de juicio ejecutivo en cuestión.
así como de las irregularidades en que. a su juicio. se
había incurrido en la tramitación de los mismos.

2. La Sección Tercera. en providencia de 7 de
noviembre de 1996. admitió a trámite la demanda. soli­
citando del Juez de Primera Instancia núm. 1de Martorell
la remisión de certificación o copia adverada de las actua­
ciones. así como el emplazamiento de quienes fueron
parte en el proceso para que pudieran comparecer en
este de amparo si les conviniere.

Una vez recibidas las actuaciones. en providencia de
13 de febrero de 1997. la Sección Cuarta acordó dar
vista de las mismas a las partes por plazo común de
veinte días.

3. El Fiscal formuló sus alegaciones el 18 de marzo
en escrito en el que interesó el otorgamiento del amparo
por violación del derecho fundamental a un proceso sin
dilaciones indebidas. Para fundamentar tal petición expo­
ne que la dilación indebida denunciada se produce en
ejecución de Sentencia. siendo la pretensión deducida
por la solicitante de amparo la práctica de la tasación
de costas y la liquidación de intereses. La actividad pro­
cesal exigida al órgano judicial no es. pues. compleja
y no existe una causa que impida o evite la práctica
del acto procesal ordenado por el Juez en su momento.
Si la dilación se imputare a deficiencias en la estructura
de la organización judicial. esta carencia no significa la
inexistencia de la violación constitucional sino la falta
de responsabilidad de las personas que son titulares del
Juzgado. De otro lado. la dilación ha sido denunciada
ante el Juzgado por la solicitante de amparo. sin que
haya recibido respuesta. Este silenció del órgano judicial
y el tiempo muerto en la actividad procesal sin justi­
ficación alguna. integran una vulneración del derecho
fundamental invocado en la demanda de amparo.

4. La sociedad demandante de amparo evacuó el
traslado y formuló sus alegaciones en escrito que pre­
sentó el 18 de abril. en el que a la denunciada vulneración


